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Bogotá D.C., 

ASUNTO POR TRATAR
Procede el despacho a proferir fallo de primera instancia dentro del proceso de la referencia, seguido contra AUGUSTO ALFONSO OCAMPO CAMACHO, en su condición de Director Distrital de Asuntos Disciplinarios de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá, para la época de los hechos.  

1. IDENTIFICACIÓN DEL DISCIPLINADO
En el presente proceso disciplinario se investiga al señor AUGUSTO ALFONSO OCAMPO CAMACHO, identificado con cédula de ciudadanía N° 79.391.024 de Bogotá, en su condición de Director Distrital de Asuntos Disciplinarios de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá, para la época de los hechos.

2. RESUMEN DE LOS HECHOS
La génesis de la presente actuación se contrae a los hechos que refieren a la conducta del Doctor AUGUSTO ALFONSO OCAMPO CAMACHO en su condición de Director Distrital de Asuntos Disciplinarios de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá, quien a raíz de la polémica por el nuevo esquema de las basuras en Bogotá, mediante Twitter, realizó comentarios y acusaciones contra diferentes periodistas y funcionarios del país.

3. ANTECEDENTES Y TRÁMITE PROCESAL
La presente actuación se inició de oficio con ocasión de la noticia del periódico El Tiempo
 en la que informaron que “... a raíz de la polémica por el nuevo esquema de las basuras en Bogotá, en las últimas horas un funcionario del país...”, refiriéndose al doctor AUGUSTO ALFONSO OCAMPO CAMACHO quien se desempeña como Director Distrital de Asuntos Disciplinarios de Control Disciplinario de la Secretaría General, al parecer mediante Twitter realizó comentarios y acusaciones deshonrosas contra algunos funcionarios y periodistas del país. 

Esta Delegada mediante Auto N° 1903 del 27 de diciembre de 2012 citó a audiencia de procedimiento verbal y formuló cargos contra el disciplinado, decisión que fue notificada personalmente el día 8 de enero de 2013. 

El disciplinado directamente y a través de apoderado en Audiencia del 4 de febrero de 2013 además de argumentar en su defensa, solicitó la práctica de pruebas.

El Despacho en la misma audiencia del 4 de febrero de 2013 decretó algunas pruebas solicitadas por los sujetos procesales, negó otras por considerarlas innecesarias, inconducentes e impertinentes, y oficiosamente ordenó otras como la declaración del doctor JORGE ROJAS en su condición de Secretario Privado de la Alcaldía de Bogotá, incorporar la hoja de vida del servidor público objeto de disciplina y declaración mediante certificación jurada del doctor GUSTAVO FRANCISCO PETRO URREGO, en su condición de Alcalde Mayor de Bogotá. 

En audiencia del 22 de marzo de 2013 se concedió el uso de la palabra a los sujetos procesales para que presentaran sus alegatos de conclusión, término dentro del cual el disciplinado y su apoderados presentaron las respectivas alegaciones precalificatorias. 

4. INTERVENCIÓN DE LOS SUJETOS PROCESALES
El disciplinado y su apoderado presentaron descargos que se pueden resumir así:

La actuación disciplinaria se inició con una noticia de prensa que carece de validez por cuanto se trata de una nota de un periodista del cual se desconoce el motivo de su publicación.

El disciplinado sostuvo que la conducta cometida no tiene relevancia desde el punto de vista disciplinario debido a que no se afecta el cumplimiento del deber funcional, pues no involucra su desempeño como servidor. Relató que el periodista lo trató de proxeneta y de ello no dieron cuenta los medios ni fue objeto de reproche alguno, como si lo fue su conducta.

Afirmó que pesar de que el periodista le dijo haber averiguado de quien se trataba, el disciplinado en la cuenta de Twitter privada no funge como funcionario público, y por lo tanto, como quiera que sus opiniones no fueron emitidas desde su aparato móvil celular ni desde similar tecnología de propiedad de la administración, o desde una cuenta oficial o institucional, en acto oficial, a propósito o con ocasión de su rol como operador disciplinario, los mensajes enlistados en el pliego de cargos fueron emitidos como opiniones que no tienen que ver con su deber funcional, dado que actuó como cualquier ciudadano a quien no se le demostró la calidad de servidor. Adicionalmente, que sus opiniones fueron emitidas en días y horarios no laborales.

Dijo que tiene su cuenta en la red social Twitter como la mayoría de las personas para expresar sus opiniones en varios temas, mediante mensajes que solo son leídos por un círculo de personas que por alguna razón decide seguirlos, por cuanto los mensajes no son públicos sino privados. 

Que el investigado por su cargo de servidor público, no pierde sus calidades como ciudadano y por ende, las opiniones expresadas en los mensajes fueron en ejercicio de su derecho a la libre expresión, derecho fundamental, inalienable e  irrenunciable, consagrado en el artículo 20 de la Constitución Política según el cual todo ciudadano tiene permitido difundir ideas, pensamientos y pareceres, los cuales no pueden ser objeto de reproche disciplinario ni de censura, máxime cuando se hicieron preguntas sobre hechos verificables. 

Así mismo, que su manual de funciones demuestra que no tiene ningún tipo de relación o trato especial en su estructura jerárquica de su dependencia con el señor YESID LANCHEROS ni con las demás personas y funcionarios mencionados, y que interactúan a través del Twitter, pues el deber de trato imparcial y respeto es respecto de los funcionarios con los que tenga relación en un escenario de tipo laboral, como director de asuntos disciplinarios. 

También presentaron los alegatos de conclusión que se pueden resumir de la siguiente manera:

El apoderado del investigado sostuvo que la conducta del disciplinado es atípica por cuanto el respecto e imparcialidad descrita en el pliego de cargos, es exigible del disciplinado solo en ejercicio de sus funciones respecto de las personas que tienen una relación jerárquica y funcional en ejercicio de su cargo, lo cual no ocurrió en este caso; y al no existir norma previa que contemple la conducta del investigado, no puede ser objeto del derecho disciplinario. 
Así mismo que su conducta no fue cometida en su calidad de servidor público por cuanto los mensajes emitidos fueron opiniones dadas en horario no laboral, desde su aparato móvil que no era oficial y su cuenta personal,  por lo que no afectó el deber funcional, debido a que el disciplinado nada tiene que ver con la implementación de aseo, ni compras de camiones y por lo tanto, no puede ser objeto de reproche. 
Que se demostró que la conducta no fue desplegada en un acto oficial ni en público, o audiencia en la que el disciplinado funge como servidor público, por lo que la situación fáctica no se adecua dentro de la norma que el legislador previó para poder predicar la infracciona a ese deber o la incursión en una prohibición.

Que lo anterior se probó con la declaración del periodista YESID LANCEROS quien señalo que se trataron de manifestaciones que se hicieron públicas cuando se hizo la nota en el periódico, pero fue en su cuenta privada en la que se hizo un cruce  de opiniones, y que originó la apertura de la actuación disciplinaria, en la que no aparece la retractación que se había publicado.
Estas manifestaciones fueron hechas en un escenario de carácter privado, la conducta desplegada por Ocampo en horas de la noche, no están previstas en la ley como falta disciplinaria por lo que se deberá ordenar el archivo de las diligencias.
Que el Alcalde Mayor de Bogotá no tuvo que lamentar nada, por cuanto sus opiniones fueron emitidas en su calidad de ciudadano, pues no se presentó como funcionario, a pesar de lo cual, el periódico las tuvo en cuenta omitiendo su retractación, lo cual fue probado con la versión del periodista.

Según la defensa, el disciplinado en ejercicio de su derecho a la libertad de expresión consagrado en el artículo 20 de la Constitución Política, escribió los mensajes a través del Twitter en donde no están prohibidas las opiniones, sin abusar del derecho que le asiste todo ciudadano, por lo que no admite la censura como quiera que no involucró la administración pública. En efecto, en caso de que este organismo de control sancionara por esta conducta, debido a que se trata de un derecho intangible, silenciaría la opinión de un ciudadano. 

Así mismo, sostuvo la defensa que tanto el periodista como la Veedora Distrital aceptaron que no tienen ningún vínculo funcional con el disciplinado, y esta última afirmó que tuvo conocimiento de los trinos hasta que los medios publicaron su opinión, al igual que el doctor JORGE ROJAS quien hizo referencia al respeto que merecían los periodistas de manera genérica, pues se enteró del caso, por los medios de comunicación; por ende, es que no hay prueba de que las personas hayan manifestado la ofensa o falta de respeto, lo cual se predica de las personas que se tenga relación con ocasión del servicio.

Finalmente, la defensa sostuvo que es al estado al que le corresponde desvirtuar la presunción de inocencia, lo cual se hace con pruebas que soporten la comisión de la conducta, pero en este caso faltan elementos probatorios, máxime cuando no se profundizó en la jurisprudencia nacional o internacional, para ello. 

5. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO
Con fundamento en las reglas de la sana crítica y la libre valoración de la prueba, procede este Ministerio Público a evaluar el mérito del acervo probatorio legalmente recopilado en el proceso disciplinario, con el objeto de entrar a determinar si el doctor AUGUSTO ALFONSO OCAMPO CAMACHO, incurrió en alguna falta de tipo disciplinario como funcionario del Distrito, para la época de los hechos en investigación, conforme a las conductas que se le endilgaron en el Auto de Citación a Audiencia y Formulación de Cargos N° 1903 del 27 de diciembre de 2013.

En primer lugar, este Despacho considera que existe suficiente material probatorio para decidir lo que en derecho corresponde, frente a las faltas disciplinarias por las que se dio origen a la presente investigación, basados en los hechos que han sido puestos en conocimiento de esta Delegada a través de los medios probatorios insertos en el expediente. 

De otra parte, conviene afirmar que la iniciación de la presente investigación ha tenido bases sólidas y es del interés del Estado, mediante este Ente de Control, verificar si existe certeza sobre su real ocurrencia para posteriormente establecer, en caso de contar con ella, la cuota de responsabilidad de quien pudo haber infringido el Estatuto Único Disciplinario.

5.1. APRECIACIONES FRENTE A LA ACTUACIÓN PROCESAL
Antes de entrar a discernir, si hay mérito para endilgar responsabilidad alguna al disciplinado, debemos citar algunas apreciaciones respecto del derecho disciplinario como parte del derecho punitivo del Estado, teniéndose como referente el cumplimiento de los principios que regulan el ejercicio de la función pública, contenidos en el artículo 209 de la Carta Fundamental.

Debe el Despacho señalar, que tanto la parte sustantiva como la procedimental del derecho disciplinario, son autónomas, como quiera que atienden y velan por el buen funcionamiento de la organización estatal, dado que está orientado a regular el comportamiento disciplinario de sus funcionarios, fijando los deberes y obligaciones de quienes lo integran, limitando el alcance de sus derechos y funciones, consagrando prohibiciones y previendo un estricto régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflictos de intereses, que al ser desconocidos, involucran, si es del caso, la existencia de una falta disciplinaria, de sus correspondientes sanciones y de los procedimientos constituidos para aplicarlas.

Por consiguiente, la finalidad del derecho disciplinario es la de salvaguardar la obediencia, la disciplina, la rectitud y la eficiencia de los servidores públicos. Por tanto, en la realización de tales fines, es donde anida el fundamento para determinar la responsabilidad disciplinaria, la cual supone la inobservancia de los deberes funcionales o la incursión en inhabilidades, incompatibilidades o prohibiciones de los servidores públicos o de los particulares que ejercen funciones públicas, en los términos previstos en la Constitución, las leyes y los reglamentos que resulten aplicables.

En efecto, en el proceso disciplinario se juzga el comportamiento de los servidores públicos frente a normas administrativas de carácter ético destinadas a proteger la eficiencia, eficacia y moralidad de la administración pública, ya que la acción disciplinaria se produce dentro de la relación de subordinación que existe entre el funcionario y la Administración en el ámbito de la función pública y se origina en el incumplimiento de un deber o la incursión en una prohibición, la omisión o extralimitación en el ejercicio de las funciones, la violación del régimen de inhabilidades, incompatibilidades, etc., y su finalidad es la de garantizar el buen funcionamiento, moralidad y prestigio del organismo público respectivo.

Así las cosas, este Despacho procede a hacer las siguientes consideraciones, bajo la premisa que el material probatorio debe ser valorado y apreciado en su conjunto e integralmente y, en consecuencia, entrar a resolver de plano la responsabilidad disciplinaria de la actuación surtida por el doctor AUGUSTO ALFONSO OCAMPO CAMACHO:

La presente averiguación tiene su origen en los hechos ocurridos el 22 y 23 de diciembre de 2012, en momentos en que el doctor AUGUSTO ALFONSO OCAMPO CAMACHO, quien en fungía como Director Distrital de Asuntos Disciplinarios de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá, a raíz de la polémica por el nuevo esquema de las basuras en Bogotá, mediante Twitter, hizo una serie de comentarios y acusaciones contra diferentes periodistas y funcionarios del país y que fueran conocidas por virtud de la publicación que de los mismos  hiciera el diario El Tiempo.
Es necesario ocuparnos en comienzo de uno de los planteamientos de la defensa material y técnica, al predicar, sin darle alcance de nulidad, la transgresión al debido proceso, pues consideró que la noticia periodística no constituía queja ni informe que permitiera dar trámite a la actuación disciplinaria. 

Al respecto, es necesario aclarar que la actuación disciplinaria se inició de manera oficiosa, por este Ente de Control, de conformidad con el contenido del Artículo 69 de la Ley 734 de 2002, que reza, entre otras cosas, que “…La acción disciplinaria se iniciará y adelantará de oficio, o por información proveniente de servidor público o de otro medio que amerite credibilidad…”, presupuestos que se advierten satisfechos en el caso de autos, toda vez que se devela a través del medio de comunicación, la ocurrencia de unos hechos que estimamos de inocultable gravedad y a su vez, un comportamiento de servidor público involucrado en los mismos. En otros términos, este organismo de control se apartaría de sus obligaciones legales si hubiese ignorado el contenido noticioso que plasmó con claridad una conducta que sin lugar a dudas merecía ser objeto de revisión disciplinaria, sin olvidar que es la misma ley la que impone la obligación al servidor público que tiene conocimiento de un hecho constitutivo de posible falta disciplinaria, si fuere el competente, de iniciar inmediatamente la acción correspondiente, de conformidad con el artículo 70 del CUD.

Ahora bien, otro de los tópicos a esclarecer es la procedencia del proceso verbal dentro de las presente averiguación, ya que la defensa indica que éste procedimiento no se adecua a las circunstancias que se investigan, postura argumentativa que por supuesto no es de recibo para el despacho y en aras a exponer el criterio del despacho en ese sentido, es menester indicar en comienzo que el artículo 175 de la Ley 734 contempla los eventos en que este especial trámite abreviado debe acogerse, no por voluntad o al arbitrio del operador disciplinario, sino como imperativo que dimana de la norma.

Dicho precepto legal contempla, en su último inciso, que este procedimiento se aplicara “En todo caso, y cualquiera que fuere el sujeto disciplinable, si al momento de valorar sobre la decisión de apertura de investigación estuvieren dados los requisitos sustanciales para proferir pliego de cargos se citará a audiencia.”  

Al revisar la nota periodística ésta cumple cabalmente los requisitos necesarios para proferir un pliego de cargos, tal como lo establece el artículo 162 de la Ley en cita, pues la falta quedó demostrada objetivamente, ya que allí se transcribieron unos mensajes cursados entre el disciplinado y el periodista YESID LANCHEROS, además de otras aseveraciones realizadas en contra de otros periodistas del país, pero muy especialmente en contra de la señora Veedora Distrital, por medio de Twitter. 

Este hecho contó con una prueba que fue la transcripción literal de aquellos “trinos”, y que como se verá posteriormente efectivamente se envían desde la cuenta del aquí encartado, circunstancia esta que permitió en principio considerar la viabilidad de proferir el auto de citación a audiencia en consonancia con el último inciso del artículo 175 de la ley 734 de 2002.
La norma en cita, esto es, el artículo 162 del CDU, además de exigir la demostración objetiva de la falta, requisito que se verifica, demanda que se debe contar con “…prueba que comprometa la responsabilidad del investigado…”, requisito sustancial que merece un análisis en sede de su alcance conceptual, procesal y sustancial.
Al respecto es importante destacar que en todo esquema de derecho sancionatorio como manifestación del ius puniendi, existes estadios procesales caracterizados por diversas dinámicas investigativas y probatorias, pero por sobre todo, distinguidas por reflejar exigencias particulares en cuanto a niveles de convicción a efectos de adoptar las decisiones que en cada una de esas etapas procesales aparecen como alternativas. 

Claro es que los niveles de convicción responden a tres conceptos, la duda, la probabilidad y la certeza, encontrando a manera de ejemplo que la duda respecto de la situación fáctica conocida como elemento objetivo o material  y subjetiva de responsabilidad nos obliga, en el mundo del derecho disciplinario para concentrarnos en él, a adelantar una indagación preliminar a fin de establecer la vocación de prosperidad de ese hecho que por cualquier medio llega a conocimiento de la estructura disciplinaria; a su vez, la certeza nos permite pregonar una conclusión despojada de toda duda razonable que deriva en reconocer un estado de inocencia o un estado de responsabilidad, nivel de convicción único que se exige para proferir fallo sancionatorio a la luz del artículo 142 del CDU, cuando exige certeza tanto del aspecto objetivo o material como del aspecto subjetivo o de responsabilidad.

Pero a la par con estos niveles de convicción, ha de considerarse la probabilidad como un grado de convicción que enseña que efectivamente, en sede del aspecto subjetivo o de responsabilidad, hay un compromiso considerable de la conducta del servidor público con los hechos objeto de escrutinio, caso en el cual es perfectamente posible estructurar un pliego de cargos si estamos en la ritualidad del proceso ordinario o, un auto de citación a audiencia si procede el procedimiento verbal disciplinario.
No es aceptable para este juzgador aquella postura extrema que hemos escuchado en esta sala en varias oportunidades, al estimar que el artículo 162 de la obra en cita, cuando habla de que “…exista prueba que comprometa la responsabilidad del investigado…”, está exigiendo un grado de convicción de certeza, toda vez que si así fuera, tanto la etapa posterior al pronunciamiento de un pliego de cargos o el trámite subsiguiente al auto de citación a audiencia que impulsa el proceso verbal, serían tan solo un hipócrita adelantamiento de insulsas ritualidades que en nada aportarían al juicio final de responsabilidad, toda vez que la inmutable certeza ha sido concebida previamente.

Ahora bien, la propia norma en cita – artículo 162 del CDU – habla de demostración objetiva de la falta (certeza) y de compromiso de responsabilidad del investigado (probabilidad), lo que permite entonces concluir que sería absurdo que ante informaciones que con un criterio de credibilidad nos indiquen la ocurrencia de un hecho y la probabilidad de responsabilidad, el operador jurídico esté impedido para avanzar, en el caso particular, bajo la égida adjetiva del procedimiento abreviado cuyas virtudes son inocultables en materia del respeto a las garantías fundamentales al tenor de los principios de concentración argumentativa, concentración probatoria, contradicción abierta, publicidad e inmediación.

Ojalá los operadores disciplinarios todos, así como los protagonistas activos de la dinámica procesal y sustancial tanto disciplinaria como en otras latitudes jurisdiccionales, comprendieran sus virtudes y fortalezas, siempre respetuosas de las garantías de los intervinientes, quienes como en el presente caso han sido incondicionalmente respetados y han contado con todas las garantías para el ejercicio de sus derechos fundamentales. 

En el presente caso no cabe duda que las informaciones publicadas en el diario masivo de comunicación escrita, comportaba los suficientes elementos de juicio para estimar la procedencia del proceso verbal, el cual se ha venido adelantado con sujeción a los postulados garantistas que lo resguardan, sin que entonces sea de recibo para este despacho la argumentación de la defensa tanto material como técnica, cuando reprochan, incluso tildando de curioso o exótico, que la Personería de Bogotá haya obrado con semejante diligencia, la cual para información de las partes no responde sino a un compromiso con la Constitución y la Ley.
5.1  DE LA UTILIZACIÓN DE LAS REDES SOCIALES

Ahora bien, establecida como ha quedado la viabilidad del inicio de las averiguaciones y la aplicación del procedimiento adecuado para esta clase de conductas, el Despacho ha de analizar lo concerniente al uso del Twitter y su utilización por parte de los servidores públicos. 
En la red se encuentran muchas acepciones respecto al Twitter, por lo cual haremos una recopilación de aquellas que explican su funcionamiento y la forma en que es utilizada como red social
.

Twitter es una aplicación web gratuita de microblogging (artículos de diversos temas) que reúne las ventajas de los blogs, las redes sociales y la mensajería instantánea. Esta nueva forma de comunicación permite enviar mensajes cortos con la seguridad que los mismos serán conocidos por todos aquellos que quieran seguirlos, por lo que permite que empresas y profesionales estén en contacto en tiempo real con personas de su interés a través de mensajes breves de texto que se denominan Tweets. 

Es así como esta plataforma permite enviar y recibir mensajes en tiempo real y mantenerse informado de lo que sucede alrededor, contando tan solo con el teléfono celular, permitiendo mediante el uso de mensajes de texto, leer las actualizaciones de quienes interesan, ya sean amigos o personas que desconocidas, e incluso acceder a funciones avanzadas de Twitter.
Es así como Twitter permite usar máximo tan sólo 140 caracteres por mensaje, para obtener información directa y precisa, y evitar el uso excesivo de palabras, lo que hace más fácil su recepción, percepción, análisis y respuesta, siendo además clara la posibilidad de que se generen dinámicas de análisis y expresión de posiciones, bien sea entre conocidos o desconocidos, lo que le da una característica de potencialidad de difusión pública a lo allí expresado, posibilidad perfectamente conocida por el usuario de esta aún novedosa herramienta de comunicación masiva.
Los usuarios de la aplicación envían y reciben Tweets de otros usuarios a través de breves mensajes que no deben superar los caracteres predeterminados, vía web, teléfono móvil, mensajería instantánea o a través del correo electrónico; e incluso desde aplicaciones de terceros, como pueden ser Twitterrific, facebook, Twitterlicious, Twinkle, y muchas otras aplicaciones.

Es así como desde el perfil en Twitter se puede hacer seguimiento a las personas que se escojan, así como a los seguidores, que son los interesados en saber del usuario. Además de buscar amigos, familiares, compañeros u otras personas de tu interés, Twitter también ofrece otras opciones, como buscar en otras redes, invitar a amigos por email o seleccionar a usuarios recomendados, como ejemplos de una gama de servicios, tales como la posibilidad de que mediante su interfaz gráfica sencilla se pueden buscar twitts que interesen y también editando el código abierto del servicio, se puede conseguir integración con otras aplicaciones o servicios. 

En conclusión se puede afirmar que la plataforma tiene ventajas como lo es la brevedad de los tweets, que es unidireccional, esto es, que se puede seguir a quien quiera, independientemente de que esa persona esté o no interesada en seguir al usuario, así como permite conocer que están pensando grandes personalidades del mundo, participar activamente en temas de coyuntura oi de vigencia social.

Igualmente se cuenta con el mecanismo de “Retweet”, mediante el cual es posible que se consigan masivas audiencias potenciales respecto de nuestras intervenciones, manifestaciones u opiniones, característica respecto de la cual los usuarios tienen plena claridad, habida cuenta que esas expresiones pueden ser multiplicadas en una cadena interminable sin que se requiera ni siquiera autorización del usuario inicial o titular del mensaje original.
También existen mensajes directos y privados que sólo pueden ser vistos por la persona a la que se le envía el mensaje, no obstante es muy importante considerar que una vez se envía el mensaje, el receptor del mismo tendrá la posibilidad de hacerlo público, lo que nos indica que el generador del mensaje siempre ha de saber que sus intervenciones son susceptibles de hacerse públicas de múltiples maneras.
Twitter también sirve para mantenerte informado acerca de los más recientes e importantes acontecimientos noticiosos que ocurren tanto en tu ciudad como en otros lugares alrededor del mundo. Diversos medios de comunicación poseen cuentas en Twitter y comparten constantemente sus últimas noticias, videos y artículos con sus seguidores.
En el frenético avance de la ciencia y de la tecnología, encontramos un portafolio de alternativas de comunicación, unas con características de mayor privacidad como la comunicación a través de correos electrónicos, que por fuerza de procederes ilegales han sido o son vulnerados a diario agrediendo la privacidad; otras como el Twiter y faceboock, cuya característica de publicidad es diferente, más abiertas, más expuestas. 

No obstante, los contenidos de las comunicaciones que operan a través de las redes sociales, siempre serán objeto de difusión pública, en ocasiones con consecuencias para quienes utilizan información privada, particular, reservada a lo íntimo del ser humano, pero en otras, simplemente compartidas como situaciones sociales porque no entrañan en su contenido una órbita privada sino pública.
Por otra parte, el problema jurídico que nos plantea el caso que hoy resolvemos en sede de la primera instancia disciplinaria, no obliga además de entender características sustanciales y operativas de las maneras de comunicación técnicas o redes sociales, el entender su relación respecto de los particulares y respecto del uso que un servidor público pueda hacer de esas herramientas tecnológicas, aspecto que comenzamos a revisar seguidamente.

5.2. DEL DEBER FUNCIONAL FRENTE AL DERECHO A LA LIBRE EXPRESIÓN
Entendido este aspecto técnico, esta Delegada debe hacer alusión a los deberes funcionales de los servidores públicos, en contraposición de la utilización de aquella herramienta como expresión de su libertad de expresión, lo que conlleva que debamos parafrasear lo pertinente respecto a la relación especial de sujeción, y la preeminencia que tiene, hasta el punto de limitar algunos derechos en los servidores públicos, postura que fuera explicada en la obra  “Justicia Disciplinaria – De la Ilicitud Sustancial a lo Sustancial de la Ilicitud paginas 28 – 40, Ediciones IEMP”  
Del artículo 113 de la Constitución Política se desprende que la consecución de los fines del Estado depende, en gran parte, del estricto y cabal cumplimiento de los deberes funcionales confiados a sus agentes, disponiéndose legalmente a través del artículo 5 del Código Disciplinario Único que la «la falta (conducta) será antijurídica cuando afecte el deber funcional sin justificación alguna» (negrilla fuera de texto).

Armonizando esta norma con el artículo 23 del Código Disciplinario Único, el deber funcional abarca el cumplimiento de deberes propiamente dichos; la no extralimitación de los derechos y funciones; el respeto por las prohibiciones y por el régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflicto de intereses consagrados en el ordenamiento jurídico.

En cuanto a lo funcional, como condición inherente al deber, la Procuraduría General de la Nación ha sostenido:

“...El derecho disciplinario ha sido concebido para escudriñar la conducta de los servidores públicos y de los particulares que cumplan funciones públicas con el fin de verificar el debido acatamiento de las funciones que se le han encomendado, es por ello, que cualquier comportamiento que no se encuadre dentro de estos parámetros, no puede ser objeto del derecho disciplinario. 

Ahora bien, el deber funcional tampoco debe restringirse a las puntuales tareas que competen al agente del Estado, sino que además se extiende al respeto de los principios constitucionales y legales que exigen una respuesta ética frente a las expectativas generales de la sociedad con relación a sus agentes.

El deber funcional puede ser comprendido entonces, como una armónica combinación de elementos misionales y jurídicos que posibilitan el cumplimiento de los fines del Estado, por cuanto las funciones del agente estatal se encuentran en una relación de medio a fin respecto de los mismos objetivos del Estado.

Las expectativas de los ciudadanos en relación con el Estado sólo pueden cristalizarse a través del cumplimiento de las funciones de sus servidores, de suerte que los fines de aquél constituyen al mismo tiempo el propósito de las funciones de éstos.

Igualmente, el deber funcional comprende la carga pública impuesta a quienes desempeñan funciones estatales en el marco de las llamadas "relaciones especiales de sujeción" que le gobiernan en procura de alcanzar los fines antedichos.

En tal sentido y siguiendo a OBERMAYER "La relación de especial sujeción, es aquella relación jurídico pública de sometimiento, en el ámbito del Derecho Administrativo, en la que se encuentran aquellas personas que, como parte integrante del aparato administrativo, están bajo la dirección inmediata del Poder público, con cierto carácter duradero y en favor de un determinado fin administrativo. 
»

En nuestro ordenamiento jurídico, este elemento esencial se encuentra consagrado en el artículo 6 de la Carta Política, en el que se hace referencia a la responsabilidad maximizada de los servidores públicos, quienes además de responder por incumplir la Constitución y la ley, lo harán también por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones.

Refuerza este concepto lo consignado en el inciso segundo del artículo 123 Superior, que pregona que «los servidores públicos están al servicio del Estado y de la comunidad; ejercerán sus funciones en la forma prevista en la Constitución, la ley y el reglamento».

En virtud de aquellas relaciones de sujeción especiales, se restringen algunas libertades y derechos fundamentales de los agentes del Estado, lo cual evidencia su condición jurídica diferenciada con relación a los particulares, como ocurre en los siguientes casos invocados con carácter enunciativo: (i) Limitación en actividades de los partidos y controversias políticas; (ii) Libertad restringida de locomoción por fuera de la actividad laboral; (iii) Derecho a la huelga vedado en los servicios públicos esenciales; (iv) Prohibición de prestar servicios de asistencia, representación o asesoría en asuntos que concurren con las funciones propias del cargo, hasta por un ario después de la dejación del cargo. Esto implica que las relaciones especiales de sujeción acompañan, inclusive, al servidor público aún después de haber hecho dejación de su cargo; (v) Limitación del derecho a ejercer la docencia, dentro de la jornada laboral, a un número de horas legalmente permitido; (vi) Prohibición de ejercer simultáneamente más de un empleo público o recibir más de una asignación proveniente del tesoro público; (vii) Limitación al derecho de expresión, en cuanto a los asuntos de la administración, cuando no se cuenta con facultad para hacerlo; (viii) El derecho de asociación sindical se restringe respecto de los miembros de la fuerza pública; (ix) Respecto de la propiedad privada, existe prohibición de adquirir bienes que se vendan por su gestión.

Esta limitación ha sido tratada doctrinalmente, tal como se mencionara en la obra “Estudios constitucionales, Volumen 8, No. 2,  versión ISSN 0718-5200 Santiago 2010, doi: 10.4067/S0718-52002010000200007 pp. 167 - 200. ARTÍCULO LAS LIMITACIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES” que enseña:

“Los derechos fundamentales, si bien no deben ser condicionados en cuanto a su ejercicio, están sujetos a límites, explícitos o no. En palabras de José Luis Cea, estos derechos se tratan "de atributos que jamás tienen alcance absoluto, pues si lo poseyeran se convertirían en prerrogativas típicas de un déspota que obra, con rasgos ilícitos o abusivos"
.

Es así que el ejercicio de los derechos fundamentales se encuentra restringido por determinadas exigencias propias de la vida en sociedad. Ello no se contrapone a la convicción de entender que el Ser Humano ha de ser el centro de toda comunidad organizada, sino, muy por el contrario, se vincula con un reforzamiento de las garantías de una existencia plena, pacífica y respetuosa por los derechos y la dignidad humana.

Reconocer, por tanto, que los derechos están sujetos a limitaciones no significa restar a estas facultades del máximo valor y relevancia en el ordenamiento jurídico.

Se trata de un conjunto de atributos, cuyo respeto y protección son una de las claves más importantes para evaluar la verdadera legitimidad de un modelo político y social. Y ello, finalmente, por cuanto son derechos que cuentan no sólo con una naturaleza subjetiva, sino que también con una dimensión objetiva que excede a la mera titularidad radicada en una persona determinada y, especialmente, por su íntima ligazón con la más noble esencia del ser humano, como es su dignidad. Con esa misma carga valorativa, Jorge M. Quinzio nos recuerda: "Los Derechos Humanos no son para aprenderlos de memoria. Todo el catálogo de los Derechos Humanos es para mejorarlos y sacar conclusiones de cuando ellos fueron vulnerados, para nunca más vivirlo ni negarlos, para que todos tengan conocimiento de ellos, para hacerlos valer, respetarlos y exigir su respeto, vigencia y garantía y hacerlos aplicables"
.

No obstante lo anterior, y como hemos dicho, los Derechos Fundamentales no son absolutos ni ilimitados, sino que en verdad se encuentran sometidos a una serie de restricciones o limitaciones que provocan que su titular no pueda ejercer válidamente una determinada prerrogativa en ciertas circunstancias.

Jaime Guzmán lo explicaba en sus cátedras: "Los derechos humanos no son absolutos, en el sentido de ilimitados. Desde el momento en que su titular es un ser contingente y no absoluto, limitado y no infinito, sus derechos están sujetos forzosa e inevitablemente a ciertos límites (...). Más allá de los límites que impone la moral en aquellos ámbitos que corresponden exclusivamente al juicio de Dios y de la propia conciencia, la vida en sociedad exige que el ordenamiento jurídico también consagre limitaciones al ejercicio de todos los derechos humanos, en aras del bien común
".

En virtud de lo anterior, queda de manifiesto que efectivamente deben existir restricciones al ejercicio de los derechos, limitaciones que deben ser definidas correctamente para su adecuada comprensión.

Para tal efecto, entenderemos por "limitaciones a los derechos fundamentales", aquellas restricciones al ejercicio de un determinado derecho básico, de manera tal que toda pretensión de ejercicio del atributo respectivo que vulnere los límites impuestos por las mismas, es por esencia antijurídica y puede derivar para el titular infractor, en las responsabilidades que para tal efecto, prevea el ordenamiento jurídico positivo
.

Uno de estos derechos que se limita por estas especiales consideraciones,  es el de expresión, pues no nos cabe la menor duda que la investidura de servidor público nos obliga a conducirnos con prudencia, entendiendo que nuestro derecho no puede rebasar el derecho ajeno, límite que en caso de ignorarse, surge sin discusión la punibilidad como consecuencia jurídica.

Si miramos estas prédicas con una visión constitucional encontramos que el Artículo 20 de la Constitución Política de 1991 indica: “Se garantiza a toda persona la libertad de expresar y difundir su pensamiento y opiniones, la de informar y recibir información veraz e imparcial, y la de fundar medios masivos de comunicación. Estos son libres y tienen responsabilidad social. Se garantiza el derecho a la rectificación en condiciones de equidad. No habrá censura”.
Esta norma permite entender que la libertad de expresión es el eje central del estado social de derecho y pilar fundamental de la democracia colombiana. De su contenido se desprenden dos tipos de elementos: la libertad de expresarse y la libertad de informarse. Estas dos dimensiones han sido determinadas por la doctrina como positivas o negativas. Desde el punto de vista de nuestra Corte Constitucional en la sentencia C- 442 de 2011 se indica que en la libertad de expresión: “La titularidad es universal, pues es definida por la expresión “toda persona” empleada por el artículo 20 constitucional, el artículo 19 del PIDCP y el artículo 13 de la CADH (Convención Americana sobre Derechos Humanos). Esta Corporación ha sostenido que se trata de una titularidad compleja puesto que involucra al mismo tiempo los intereses de quien se expresa, del receptor de la comunicación, y en algunas oportunidades de ciertas audiencias o el mismo público en general; de allí que sean titulares de la libertad de expresión, en relación con un acto de comunicación determinado, tanto el emisor como el receptor, que en ciertos casos puede ser una colectividad o el público en general. Los intereses del emisor, o quien se expresa, están siempre presentes, especialmente por el carácter de derecho fundamental de la libertad de expresión y su vinculación directa con las posibilidades de autorrealización y dignificación individuales. Además, es un instrumento para el ejercicio de otros derechos fundamentales, como la libertad religiosa, la participación política o el libre desarrollo de la personalidad. El interés del emisor radica tanto en expresar sus ideas, pensamientos, opiniones e informaciones, como en transmitirlas y diseminarlas al público que escoja. La Corte ha reconocido que las personas jurídicas también son titulares de este derecho, especialmente ha reconocido la existencia de un derecho a la libertad de expresión en cabeza de los medios de comunicación. Existe igualmente estrecha relación entre la libertad de expresión del medio de comunicación en tanto persona jurídica, y la libertad de expresión de las personas naturales que forman parte de la estructura organizacional de tales personas jurídicas. Por ejemplo, los editores, redactores, reporteros y otros periodistas o comunicadores sociales, que contribuyen a la transmisión de expresiones de terceros, a la vez que ejercen su propia libertad de expresión”.

Los ejes normativos internacionales de la libertad de pensamiento y expresión se coligen de los artículos 13 de la CADH
 y 4 de la Declaración Americana de derechos y deberes del hombre
. Estas dos disposiciones se utilizarán como referencias obligadas dentro de esta decisión, toda vez que justamente la jurisprudencia que se tiene en cuenta es la relativa al tribunal regional de derechos humanos. En ellas se plantean las dos dimensiones de la libertad de expresión que han sido desarrolladas por la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Europea de D.H. En ese sentido, el tribunal interamericano ha dicho, siguiendo la línea argumentativa de la jurisprudencia de la Corte Europea de Derechos Humanos
, que el derecho a la libertad de expresión y pensamiento no solo constituye la difusión, sino que en realidad tales informaciones sean transmitidas a la sociedad. Por ello se habla de dos dimensiones de la libertad de expresión: una esfera individual en la que cada persona puede manifestar sus propias ideas y una dimensión social que permite a la comunidad entera conocer de tales opiniones ajenas.
 
Siguiendo esta idea, la Corte IDH indicó que: “cuando se restringe ilegalmente la libertad de expresión de un individuo, no sólo es el derecho de ese individuo el que está siendo violado, sino también el derecho de todos a "recibir" informaciones e ideas, de donde resulta que el derecho protegido por el artículo 13 tiene un alcance y un carácter especiales. Se ponen así de manifiesto las dos dimensiones de la libertad de expresión. En efecto, ésta requiere, por un lado, que nadie sea arbitrariamente menoscabado o impedido de manifestar su propio pensamiento y representa, por tanto, un derecho de cada individuo; pero implica también, por otro lado, un derecho colectivo a recibir cualquier información y a conocer la expresión del pensamiento ajeno.” 
Esta postura común de los tribunales de derechos humanos de explicar la libertad de pensamiento y expresión a través de la dimensión individual y colectiva, no impide que para efectos de estudiar sus ejes normativos y entender sus alcances y límites, procedamos a dividir la libertad en dos partes: (i) la libertad de acceder a pensamientos, opiniones, ideas o informaciones y; (ii) la libertad para difundir la información pensamientos, opiniones, ideas o informaciones
5. Estas dimensiones serán explicadas a través de su normatividad internacional y los alcances dados por la jurisprudencia internacional de los derechos humanos sobre el tema.

En cuanto al primero, la libertad de pensamiento y expresión comporta la libertad de buscar y recibir la información sin consideración de fronteras. Su regulación se encuentra en el artículo 13. 1 de la CADH, al artículo 19.1 del Pacto Internacional de derechos civiles y políticos y al artículo 19 de la Declaración Universal de derechos humanos. En el sistema europeo, la libertad de buscar información no se encuentra consagrada en el artículo 10 y la Corte EDH la ha rechazado cuando le han solicitado esa protección.

En cuanto a la libertad de buscar esta libertad puede explicarse por la vía del derecho de petición en el marco de la búsqueda de información pública y a través de la búsqueda de la verdad por parte de los miembros de las familias de víctimas de violación de derechos humanos. En ese orden de ideas, como lo señala el profesor Diez - Picazo, debe respetarse “el principio de neutralidad ideológica”
, es decir que debe tenerse la capacidad de transmitirse una información verídica a aquellos que la solicitan sin caer en el engaño.

En cuanto a la libertad de difundir o expresar opiniones o ideas debe indicarse que es el pilar individual de la libertad de pensamiento y expresión. Esto hace que esta difusión le permita a la sociedad recibir la información y así concretar la protección a la libertad de pensamiento y expresión en sus dos dimensiones. El derecho a la libertad de expresión y pensamiento radica en la posibilidad de todo individuo de difundir información, ideas y opiniones de toda índole a través de cualquier medio que posibilite tal labor.

En relación a la existencia de los medios de Difusión no reglamentados como el caso del uso del Twitter
 debemos indicar que la libertad de difusión se materializa a través de las expresiones orales o de signos, expresiones de carácter escrito y las expresiones visuales. Estas tres formas de expresión cobijan diversos soportes de esa libertad como la palabra, los impresos, los periódicos, los filmes, los espectáculos y cualquier otro medio existente. En los siglos XIX y XX esta clasificación no planteaba problema alguno por la constatación de medios como la palabra, el impreso, libro o periódico, los espectáculos, el cine, los discursos, los cortejos, los desfiles o las manifestaciones. Estos se clasificaban según el impacto político que tuvieran. Sobre ese aspecto, debe advertirse que con el transcurso del tiempo y con el desarrollo de las TICS tecnologías de información y comunicación, la explicación y clasificación de los medios se torna compleja, toda vez que la forma de difundir la información no es unidimensional, sino convergente o pluridimensional. En ese sentido las clasificaciones de soportes de la libertad de expresión como telecomunicaciones -servicios de portador, teleservicios, televisión, telemáticos, valor agregado, radio, auxilio o ayuda- y las comunicaciones simples, escritas u orales sin que medie técnica de radio, televisión u otro medio, han sido puestas en duda ante el surgimiento de una convergencia de redes y servicios a través de Internet que produce no solo un punto de unión de formas de expresión en la red, sino que tiende a unificar la forma de concebir la difusión de la información. 

Ejemplos de esto se observan en nuevos servicios como el de televisión por cable que a través de una red de fibra óptica permite la prestación de servicios de banda ancha, telefonía local o larga distancia sobre voz IP, valor agregado, twitter e Internet, o la posibilidad de utilizar el teléfono celular como un puente de información a través de Internet. Esta circunstancia ha hecho que la información puede ser difundida a través de canales únicos que involucran la telecomunicación o la radiodifusión y con mecanismos de movilidad que plantean enormes desafíos en torno a la regulación de la red. 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, con respecto a Internet, recuerda que éste “constituye un instrumento que tiene la capacidad de fortalecer el sistema democrático, contribuir con el desarrollo económico de los países de la región, y fortalecer el pleno ejercicio de la libertad de expresión. Internet es una tecnología sin precedentes en la historia de las comunicaciones que permite el rápido acceso y transmisión a una red universal de información múltiple y variada, maximizar la participación activa de la ciudadanía a través del uso de Internet contribuye al desarrollo político, social, cultural y económico de las naciones, fortaleciendo la sociedad democrática. Continúa la CIDH: 

“Internet tiene el potencial de ser un aliado en la promoción y difusión de los derechos humanos y los ideales democráticos y un instrumento de importante envergadura para el accionar de organizaciones de derechos humanos pues por su velocidad y amplitud permite transmitir y recibir en forma inmediata condiciones que afectan los derechos fundamentales de los individuos en diferentes regiones”
. 

Frente al argumento según el cual si un medio, en este caso el twitter no tiene reglamentación y, por ende, impide una sanción por su uso injurioso o calumnioso, debe decirse que a la luz del derecho interno e internacional debe aplicarse el principio de neutralidad frente al medio utilizado, lo cual permite entender que independientemente del soporte para difundir o acceder a la información, los principios aplicados no se modifican. En ese orden de ideas, no son los principios lo que se pone en duda, sino la manera de aplicar la regulación por parte del juez y la forma de adoptar los procedimientos a las nuevas tecnologías. 

Por lo anterior, no cabe invocar ausencia de reglamentación alguna frente al uso del twitter en la medida en que las responsabilidades ulteriores, las restricciones o suspensiones de ese derecho en estricta aplicación de la libertad de pensamiento y expresión se aplican independientemente del medio utilizado. En el caso concreto, lo que se analiza es el discurso emitido para determinar si este debe o no debe ser protegido o si el mismo produjo infracciones a la normatividad disciplinaria.

5.3. LÍMITES A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS  Y SU RESPONSABILIDAD
Lo dicho  en precedencia nos permite resaltar, respecto a los límites de la libertad de expresión frente a la acción disciplinaria, que los discursos no protegidos de la libertad de expresión en el campo constitucional han sido determinados por el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Esto se colige de la Sentencia hito C-442 de 2011 en la cual la Corte Constitucional indicó lo siguiente: “A pesar de la presunción de que toda forma de expresión esta cobijada por el derecho fundamental en estudio existen ciertos tipos específicos de expresión prohibidos. Entre estos se cuentan: (a) la propaganda en favor de la guerra; (b) la apología del odio nacional, racial, religioso o de otro tipo de odio que constituya incitación a la discriminación, la hostilidad, la violencia contra cualquier persona o grupo de personas por cualquier motivo (modo de expresión que cobija las categorías conocidas comúnmente como discurso del odio, discurso discriminatorio, apología del delito y apología de la violencia); (c) la pornografía infantil; y (d) la incitación directa y pública a cometer genocidio. Estas cuatro categorías se han de interpretar con estricta sujeción a las definiciones fijadas en los instrumentos jurídicos correspondientes, para así minimizar el riesgo de que se sancionen formas de expresión legítimamente acreedoras de la protección constitucional. Con excepción de estas formas de expresión, estrictamente definidas, la presunción constitucional de cobertura por la libertad de expresión, y la sospecha correlativa de inconstitucionalidad de toda limitación –legislativa, administrativa o judicial- a la expresión, se aplican en principio a toda forma de expresión humana”. 
Estos discursos no protegidos manifestados por la Corte Constitucional fueron extraídos de la norma interamericana haciendo uso de la facultad interpretativa que tiene el alto tribunal para darle alcance al artículo 20 de la carta política. Debe recordarse que ese tipo de diálogo judicial se permite a la luz del bloque de constitucionalidad establecido en el artículo 93 de la Constitución Política y desarrollado en la sentencia C-225 de la Corte Constitucional.

Ahora bien, en el campo disciplinario, el uso de la libertad de expresión tiene sus límites en cuento al respeto a la reputación a los demás. Esta expresión se colige del mismo artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que la Corte Constitucional invocó en la sentencia C-442 de 2011. En igual sentido, el máximo tribunal constitucional en esa misma decisión de constitucionalidad consideró que los delitos de injuria y calumnia, como sanciones a exceso de esta libertad, estaban conforme a la Constitución. 
Lo anterior conlleva a que aquellos derechos deban limitarse y ceder ante el interés de la generalidad, pues de esta manera se ve garantizada la función pública como un igual en las relaciones con la comunidad y no un Estado Soberano omnipotente en sus derechos sin importar hasta donde trascienden los de sus congéneres.

Hechas estas consideraciones y aterrizando esta conceptualización a nuestro caso concreto, debemos seguir en nuestras consideraciones sin descuidar los argumentos de defensa esgrimidos por el aquí en encartado. 

5.4. DE LOS CARGOS Y ARGUMENTOS ESGRIMIDOS FRENTE A LA IMPUTACIÓN

Como se mencionó, las averiguaciones comenzaron por el informe periodístico emitido por el Diario El Tiempo en que se puso de presente que el doctor AUGUSTO ALFONSO OCAMPO CAMACHO, quien en fungía como Director Distrital de Asuntos Disciplinarios de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá, a raíz de la polémica por el nuevo esquema de las basuras en Bogotá, mediante Twitter había realizado unos comentarios y acusaciones contra diferentes periodistas y funcionarios del país y las cuales el periodista YESID LANCHEROS las puso en conocimiento en su columna en el diario El Tiempo.

A raíz de esta situación se iniciaron las actuaciones disciplinarias correspondientes, siendo llamado en audiencia verbal mediante auto de citación, en el cual se le endilgó el siguiente cargo: “... En su calidad de servidor público presuntamente trató con irrespeto y lanzó acusaciones deshonrosas con expresiones injuriosas y calumniosas a periodistas
 y funcionarios del país
, a través de Twitter....”, y señalándole como normatividad trasgredida la establecida en el numeral 6 del artículo 34 de la ley 734 de 2002, según el cual uno de los deberes de todo servidor público es “... Tratar con respeto, imparcialidad y rectitud a las personas con que tenga relación con razón del servicio...”  y el numeral 23 del artículo 35 ibídem según el cual a todo servidor público le está prohibido “... Proferir en acto oficial o en público expresiones injuriosas o calumniosas contra cualquier servidor público o las personas que intervienen en los mismos...”, y calificándose aquella falta que se calificó como Grave, a título de Dolo. 

Es de esta manera como luego de ser llamado a rendir las explicaciones respectivas, en audiencia pública y como primer argumento de defensa expuso que la noticia periodística fue tan solo un transcripción de unos “trinos” cursados entre el disciplinado y el periodista YESID LANCHEROS y que aquellas opiniones fueron emitidas como ciudadano en ejercicio de su derecho a la libre expresión y al no existir ninguna persona que se considerara afectada, no se demostró la lesión a los derechos a la honra y el buen nombre, por lo que no se probó que el cruce de expresiones, opiniones, o ideas, infringiera las normas, máxime cuando se emitieron en horas no laborales porque fueron en la noche del 23 de diciembre y madrugada del 24 de diciembre de 2012, y al no existir norma que resulte incompatible con su actuar, sostuvo que la decisión debe ser favorable y por lo tanto, se debe proferir fallo exoneratorio.

El debate en cuestión radicó entonces en que el servidor público, doctor AUGUSTO ALFONSO OCAMPO CAMACHO en su cuenta de Twitter emitió unos mensajes en contra de periodistas y funcionarios del país y por ello tanto en sus descargos como en sus alegatos de conclusión, fue enfático en afirmar que efectivamente afirmó lo públicamente conocido, que son afirmaciones con respaldo probatorio y además, que el medio en el que se emitieron la opiniones es una red social en la que interactúan ciertas personas que deciden seguir al titular de la cuenta, la cual a su parecer, es de carácter privado. 

Este Despacho ya analizó la naturaleza y alcance del contenido funcional de la herramienta Twitter, concluyendo que ese medio de comunicación comporta como característica importante para los efectos de la situación fáctica abordada, la publicidad de las comunicaciones, o por lo menos, la potencialidad inevitable de la difusión pública de contenidos.

De esta manera se puede encontrar con personas compartiendo mensajes con sus amigos así como con todas las personas que, tal como lo expuso el disciplinado, “... por alguna razón...”, decide seguirlo, sin dejar de tener especial cuidado de que a pesar que se trata de una cuenta personal, que requiere clave para el acceso como usuario por cuanto se tratan de textos personales, es decir, solo emitidos por el titular de la cuenta, a dichos mensajes tienen acceso de lectura las personas que deciden ser “seguidores” del usuario, conocidos o no y es allí cuando el carácter del mensaje trasciende de lo privado a lo público, pues es fácil encontrar a usuarios con miles de seguidores divulgando a la vez, textos, enlaces, fotos y videos sobre variados temas. 

Es aquí donde radica la importancia de ser prudentes con la información de interés público o privado que se revela, por parte de cualquier persona, por las consecuencias y el impacto que puede tener el mensaje cuando se hace público, esto es, cuando es enviado como un “Retweet” es decir reenviado utilizando los caracteres “@”  (seguido del nombre del usuario) por cuanto en este momento además de los seguidores del usuario, se permitirá que tengan acceso los seguidores de la persona o grupo identificado después del @, tal como ocurrió en esta caso
, en el que por la cantidad de personas, los mensajes enviados con aquel “Retweet” entre el servidor público AUGUSTO OCAMPO y el periodista YESID LANCHEROS, abandonó la esfera privada para volverse pública, al permitir que los seguidores tanto del uno como del otro pudieran leer los textos.

Vale la pena reiterar, que la aplicación en la Web también permite enviar mensajes directos, y estos sí son de carácter privado, a una persona en específico, limitando el acceso, únicamente, al destinatario del mensaje, caso en el cual, lo expresado allí no trasciende a la esfera pública, tal como lo hicieron también el disciplinado y el periodista YESID LANCHEROS en algunos comentarios en los que de manera especial, decidieron enviarse mensajes a los cuales ninguno de sus seguidores tenía acceso y por lo tanto, se mantuvo en el ámbito privado
.

Es así como el contenido que un usuario publica en su cuenta puede ser visto por cualquier usuario que le sigue, salvo los que no lo han buscado y por lo tanto, no han decidido “seguir” al titular de la cuenta, lo que lleva a concluir que el uso de las menciones “...@ (nombre del usuario)” se llama la atención del usuario del sistema así no sea seguidor del emisor, y de todas las personas que los sigan, por cuanto ellas tienen acceso a su página personal por su calidad de seguidores y por lo tanto este mensaje no es privado, sino por el contrario, se trata de una comunicación pública, en tanto que los usuarios pueden ver las respuestas que se publican y contestan a ambos, en este caso el disciplinado y el periodista, si lo desean, desvirtuándose de esta manera el argumento de la defensa. 

Ahora bien y siguiendo con los argumentos de defensa, si bien es cierto que el investigado por su cargo de servidor público, no pierde sus calidades como ciudadano y por lo mismo está amparado por el derecho a la libre expresión, el cual puede ejercer emitiendo sus opiniones, tal como mencionara en sus argumentos, no es menos cierto que como fuera expuesto en precedencia, aquellos sufren una mengua cuando se encuentran en cabeza de un servidor público.

Como se observa el compendio disciplinario trae consigo la limitación de “proferir en acto oficial o en público expresiones injuriosas o calumniosas contra cualquier servidor público o las personas que intervienen en los mismos” y esta norma disciplinaria se encuentra en consonancia tanto con lo indicado por la sentencia C-442 de 2011, como con el límite a la libertad de expresión en torno a la reputación a los demás, se logra clarificar que en el caso sublite, que el funcionario público aquí investigado enviando aquellos “trinos” desde su cuenta Twitter lo hizo infringiendo la norma disciplinaria. 
Su manifestación fue pública, en relación con sus funciones, pues no hay que olvidar que es la máxima autoridad disciplinaria en el ámbito de Control Interno Disciplinario de la Alcaldía Mayor y por ende tiene la potestad de investigar a cualquier servidor público directivo que por disposición del señor Alcalde Mayor le sea delegado, afirmación que no contradice el catálogo de funciones invocado por él y más bien está sustentada en su propio dicho cuando en audiencia pública señaló libremente que funge en ocasiones como sustanciador de decisiones al señor Alcalde respecto de los servidores públicos allí adscritos a ese escenario distrital.

Es inocultable que las manifestaciones injuriosas y calumniosas pronunciadas, resultan reprochables máxime si se establece que el mencionado funcionario público se refirió a asuntos que le competían en cuanto a su función de servidor público, lo que de entrada se encontraba fuera de cualquier mensaje de carácter privado. 
En efecto, lo que desata el inconformismo del servidor público disciplinado y lo lleva a pronunciar las frases que hoy reprochamos, es toda la controversia generada por la adopción del nuevo modelo de aseo en la ciudad, política del Alcalde Petro y que como todos lo saben, ha generado una serie de inquietudes profundas que son objeto de revisión por parte de los organismos de control.

Esto no puede calificarse sino como una conducta reprochable, que además ha hecho carrera en diversos escenarios sin que se advierta un pronunciamiento contundente que ponga fin a la indebida utilización de este tipo de herramientas de comunicación a efectos de endilgar conductas deshonrosas, injuriosas o calumniosas a sus destinatarios, procederes que se mantienen impunes aún a pesar de ser clara la distinción del ejercicio de derecho de expresión y la incursión en conductas ilícitas penales o disciplinarias por parte de los servidores públicos.
Al respecto, la Honorable Corte Constitucional sostuvo:
“... El derecho a la libertad de expresión cuando es ejercido por funcionarios públicos en ejercicio de sus funciones, tiene limitaciones mayores a las que ostenta cuando lo ejerce un ciudadano del común. En este sentido, el derecho a la libertad de expresión se encuentra ordenado, como el resto de los derechos, por el principio fundamental de legalidad según el cual mientras los particulares pueden hacer todo lo que no esté prohibido, los servidores públicos sólo aquello que les está permitido. Como consecuencia de este principio, los servidores públicos, cuando actúan en ejercicio de su poder, tienen un rango muy limitado de autonomía y deben orientarse a la defensa de todos los derechos fundamentales de todas las personas habitantes del territorio, con independencia de que se trate de personas afectas a su proyecto político o a cualquier otro interés personal. Por esto, por ejemplo, los funcionarios del Estado no pueden tener manifestaciones racistas o discriminatorias respecto de los miembros de determinado sector social...”

Es por lo anterior, que al ser servidor público, cualquiera que sea su cargo y nivel jerárquico, le es exigible un comportamiento adecuado, esto es, siguiendo la normatividad que lo regula, sin extralimitarse de sus funciones, como quiera que representa al Estado.

En estas condiciones, es necesario precisar si la persona que ejerce como servidor público, no solo ostenta dicha calidad, dentro del área de trabajo y en el horario laboral, y que fuera atacado por la defensa, cuando afirmó como argumento de descargos y en sus alegatos de conclusión, que los mensajes de Twitter fueron emitidos fuera del horario laboral y por lo tanto, al no haberse identificado como funcionario del Estado ni haberlo hecho desde una cuenta oficial, sino por el contrario una particular en el que su perfil aparece describiendo la persona particular, actúo como un ciudadano del común, usuario de la red. 

Esto es rebatido una vez más atendiendo a que los servidores públicos tienen aquella a relación especial de sujeción frente al Estado, la cual demanda mayores exigencias respecto de los particulares y es esa misma razón la que hace reprochable disciplinariamente el utilizar un lenguaje injurioso o calumnioso en contra de persona alguna y más si es en contra de servidor público, a través de las redes sociales, pues a pesar de tratarse de una conducta de carácter privado, su reiteración trasciende la órbita privada al punto de afectar la imagen misma de la Administración, ya que sus agentes son representación de la entidad, por lo que les resulta exigible honrar y cumplir sus compromisos; para lo cual debe actuarse con prudencia y cuidado al interactuar en aquellos foros o escenarios ciberespaciales, exigencia contraria a la conducta desplegada por el aquí encartado. 

Con las sentencias C 728 de 2000 y C 949 de 2002, queda claro que aquel ropaje que no puede ser dejado de lado está orientado a “garantizar que los servidores públicos respondan al modelo del ciudadano cumplidor de sus obligaciones legales y que no lesionen la imagen pública del Estado…” y este objetivo se quiebra cuando el servidor público de manera intencional asevera hechos calumniosos o injuriosos en contra de otro servidor público sin tener el cuidado de que pueden tratarse de situaciones que posteriormente pueden ser objeto de análisis desde el ejercicio de sus funciones como lo hizo el doctor OCAMPO y respecto al tema de las basuras, lo que a la postre conduce a mostrarse no solo como un ciudadano expresando una idea, sino un servidor público transgresor de los derechos de los demás, y que por su carácter de funcionario público, afecta la imagen misma del Estado, materializándose allí la sustancialidad del quebrantamiento del deber. 

Como bien se nota de este actuar exigido como pautas de comportamientos que debe guardar el servidor público no implica la vulneración de algún derecho fundamental ya que los servidores públicos están vinculados al Estado para prestar determinados servicios personales bajo su continua subordinación, el Estado está autorizado "para exigirles el cumplimiento de órdenes, en cualquier momento y lugar, en cuanto al modo, tiempo o cantidad de trabajo, e imponerles reglamentos, lo cual debe mantenerse por todo el tiempo en el cual esté vinculado, significando aquello que la mencionada subordinación implica una limitación de la autonomía del servidor público, dado que la relación laboral otorga al empleador la potestad de dirigir su actividad laboral y de esta manera si las conductas del funcionario invaden la órbita de los derechos de las personas dentro o fuera del sitio de trabajo, e inclusive sus actos no se ajustan a las normas de comportamiento social, aquéllas no pueden admitirse ni tolerarse, puesto que los derechos de las personas terminan donde empiezan los de los demás. 

Esta Delegada debe ser enfática en que de los anteriores razonamientos se deduce claramente que los comportamientos exigidos al servidor público en aquellas relaciones de sujeción hacen referencia, fundamentalmente, a la necesidad de mantener en el Estado el orden y la disciplina, elementos indispensables para la buena marcha de cualquier organización.

Por ello el sustento de toda esta relación especial de subordinación de los servidores públicos para con el Estado, es la sujeción a una serie de cargas especiales y diferentes a las exigibles a los particulares, quienes carecen de esa relación de subordinación. Entre esas cargas especiales se encuentra el régimen disciplinario contenido en la Ley 734 de 2002, el cual tiene su fundamento constitucional en los artículos 6, 122, 123 y 124 de la Carta, que son claros en señalar el deber de los servidores públicos de cumplir con las funciones que la Constitución, la ley y los reglamentos les han asignado y como consecuencia todas las medidas de naturaleza disciplinaria que restrinjan libertades o derechos de los servidores públicos, deben guardar necesaria relación con aquellas funciones que desde el momento de asumir el cargo se han comprometido a cumplir.

Denótese cómo el ordenamiento disciplinario persigue garantizar la buena marcha de la administración pública y que los servidores públicos cumplan con las tareas para las cuales fueron nombrados, así como impedir posibles excesos o arbitrariedades de su parte y por ello la necesidad del establecimiento de deberes y prohibiciones a los destinatarios del reproche disciplinario que se justifica porque a través de ellos se garantiza la eficiencia, eficacia, moralidad y ética de quienes hacen parte de la administración pública como ente físico que actualiza la tarea del Estado.

La exigencia hecha de un comportamiento especial al doctor AUGUSTO OCAMPO disciplinado no es otra que la garantía de que los servidores públicos respondan a la doble connotación, ciudadano y funcionario público cumplidor de sus obligaciones legales y que no lesionen la imagen pública del Estado, encontrándose detrás de este objetivo como premisas que los funcionarios son la representación más visible del Estado y se espera que sus actuaciones concuerden con las visiones que se proponen acerca de la colectividad política y del papel de cada uno de los asociados dentro de ella; por otro lado, que los servidores públicos son los encargados de realizar las actividades estatales en beneficio de los ciudadanos y que, en consecuencia, deben brindar con su vida personal garantía de que en el desarrollo de sus labores responderán a los intereses generales de la comunidad; de otra parte, que, en la medida de lo posible, los servidores públicos estén liberados de los inconvenientes y los trastornos que generan las continuas reyertas y desavenencias derivadas del trato particular, de manera que puedan tener decisiones alejadas de quereres personales y que no involucren a las entidades estatales en esos conflictos; y, finalmente, que los funcionarios no se amparen en su calidad de servidores del Estado para cometer desafueros, bajo el entendido de que su condición infunde temor en los afectados por sus acciones, sino que por el contrario en razón a esta condición será garantía de imparcialidad.

Como se adujo no hay que olvidar que el Estado establece un orden jurídico y los servidores públicos son los principales encargados de que impere en la vida social. Los funcionarios deben, entonces, velar por la aplicación y el cumplimiento de las normas constitucionales y legales. Si ello es así, sufre gran mengua la imagen y legitimidad del Estado, cuando algún servidor público se convierte en un violador impenitente del orden jurídico. Esa conducta atenta contra el buen nombre de la actividad estatal y contra el interés de todo Estado democrático participativo de generar con los ciudadanos una relación de cercanía y confianza.

Todo lo anterior en nada busca interferir en exceso en la vida privada y la autonomía de los servidores públicos ya que nuestra Carta Política señala que a los servidores públicos se les podrán imponer obligaciones y restricciones complementarias a las de los demás ciudadanos, y entre ellas cabe la de exigirles un comportamiento ajustado a derecho en su vida privada, de manera que no afecten la imagen del Estado.

Sin embargo, esta intervención responde al interés de velar por que los servidores del Estado respondan a aquel modelo de servidor público que hace cumplir y que observa cumplidamente las normas jurídicas, y que cuando profiere aquellos ataques indiscriminadamente en contra de periodistas y demás servidores públicos no aporta en nada a este objetivo, por el contrario, podrían generar inquietud en los ciudadanos acerca de la ecuanimidad de los servidores públicos y de lo que se puede esperar de las entidades estatales en las que laboran individuos que tienen la potestad de vigilar el actuar de otros servidores públicos y que incumplen sistemáticamente sus obligaciones legales.
De la misma manera, en relación con el interrogante acerca de la estricta proporcionalidad de la norma podría decirse que ella interfiere de manera excesiva sobre distintos derechos de los ciudadanos que se desempeñan como servidores públicos. En efecto, el precepto estaría imponiendo pautas de comportamiento a estos servidores, que no están en relación directa con su función laboral. La Corte considera que esta objeción sería de recibo si la norma impusiera reglas morales sobre los funcionarios, que afectaran su propio e íntimo plan de vida. Pero no es ese el caso. 

Desde esta perspectiva, la defensa afirmó que el disciplinado con su proceder no incurrió en ninguna falta disciplinaria como quiera que estaba fuera del horario laboral y en ese sentido, es necesario precisar que aunque el servidor se encontraba en un contexto diferente aquel en el que debía ejercer sus funciones, con sus mensajes escritos a través del Twiter, sí se hace merecedor de un reproche social como quiera que terceros tuvieron acceso al contenido de los mismo, en los que se denotó un enfrentamiento verbal por parte de quien, de una manera u otra, representa al estado y ejerce como tal. 

Igualmente, es objeto de reproche jurídico pues es claro que en los textos, aunque en forma de pregunta también, agredió a una funcionaria distrital y a periodistas de una manera irrespetuosa, que incluían expresiones injuriosas y calumniosas, respecto de situaciones que no se encuentran debidamente definidas por las autoridades competentes, pues tal como lo anexó la defensa, se hicieron con base en una nota periodística que se tituló “Los periodistas del Carrusel” y una denuncia presentada ante la Fiscalía General de la Nación, en la que aun la decisión definitiva por parte de la autoridad competente que confirme los hechos referidos.
Todo lo anterior, pone de presente una situación particular y es la referida al nexo funcional que existe entre las personas afectadas por la ofensa. En este sentido, si bien el periodista no goza de dicha relación con el disciplinado, no ocurre así con la Veedora Distrital, pues si bien, el servidor público, doctor AUGUSTO OCAMPO, tiene la competencia de investigar disciplinariamente a funcionarios de la Alcaldía, y además el Alcalde Mayor también le puede designar funciones investigativas respecto de otros funcionarios, lo cual le demanda mayor cautela por la potestad al estar en cabeza de un ente de control interno.

Finalmente, no es de recibo el argumento que destaca el apoderado, según el cual, no existe afectación a la honra ni demás derechos de las personas mencionadas como quiera que no hubo queja, sino tan solo una noticia periodística, pues al respecto, debe precisarse que, como ya se dijo, este Organismo de Control goza de la facultad de iniciar oficiosamente cualquier actuación en la que se percate la presunta vulneración de alguna norma y que por ende, tenga implicaciones disciplinarias.

Ya en sede de la relación de la conducta del servidor con la función pública, debemos reiterar que conforme él mismo lo expone en la vista pública, existe la eventualidad de que pudiese conocer y actuar en acciones disciplinarias seguidas contra funcionarios que intervinieron en todo el procedimiento de adopción de un nuevo esquema de basuras, evento en el cual, en caso hipotético de presentarse por iniciativa de la administración distrital dentro de sus facultades de autotutela ejercido a través de esquemas de control disciplinario interno, pues es clarísimo que respecto del disciplinado se entraría a dudar de su imparcialidad a raíz de sus aseveraciones en contra de los que critican este tema, o contrario sensu, si tuviera que intervenir en un escrutinio a la conducta de la Veedora Distrital, no podría continuar por ver afectada su rigurosidad en buscar la verdad objetiva.
Ahora bien, aquella afirmación según la cual los supuestamente ofendidos no han hecho uso de su derecho a accionar penalmente, lo que, según la defensa técnica y material, no permite a este organismo de control disciplinario inmiscuirse, ha de decirse con toda severidad que si bien es cierto, a la luz de la normatividad penal - artículo 35 de la ley 600 de 2000, o lo contemplado en la propia Ley 906 de 2002 –existe un requisito de procedibilidad y porocesabilidad en cabeza del instituto procesal de la querella, al tenor de indicar que para iniciar la acción penal se requiere querella en los delitos de injuria (artículo 220 del C.P.), calumnia (artículo 221 del C.P.), injuria y calumnia indirecta (artículo 222 del C.P.), injuria por vías de hecho (artículo 226 del C.P.), e injurias recíprocas (artículo 227 del C.P.), ello no es óbice para poner en marcha la estructura disciplinaria que irradia una naturaleza autónoma e independiente y en donde existe la posibilidad de iniciar la actuación de oficio, como en efecto ocurrió. 

Ya en sede del análisis del material probatorio se tiene que el periodista YESID LANCHEROS en su declaración rendida el 12 de febrero de 2013 sostuvo que “… Augusto Ocampo el 22 de Diciembre a las 8:51 de la noche hizo tres comentarios relacionados con el suscrito, me di cuenta de ellos porque me citó puntualmente y esos comentarios, en ese entonces, para mí y para el periódico en general constituyeron de alguna manera un maltrato o una ofensa o lo que podría incluso llegar a catalogarse como una injuria y como una calumnia…”.
El periodista YESID LANCHEROS informó que en medio de la situación que vivía la ciudad en relación con el nuevo modelo de basuras y sobre todo por la llegada de los camiones compactadores alquilados en Estados Unidos, hizo un comentario según el cual “Es muy polémico que con recursos públicos se alquilen carros de basuras en Estados Unidos que lucen oxidados Alcaldía a revisar bien eso”, ante lo cual el disciplinado respondió. 

A folio 43 y 44 con fecha de 22 de diciembre de 2012 el disciplinado envió con Retweet a @YesidLanchero. “…Como ud jovencito manda revisar eso entonces al alcalde hace caso? Microfonero barato del como de Yamit, Dario, Julio?”

El cual recibió dos respuestas por parte del periodista, @AUGUSTOOCAMPO “… la primera de ellas ¿Usted agrede e insulta como rufían de barrio, desde su posición de jefe de control disciplinario de la Secretaría General?” el 23 de diciembre de 2012 a las 11:35 a.m. y la segunda … “Le pregunto a @jerojasrodrigue si los insultos a la prensa de Augusto Ocampo, funcionario de la Alcaldía, son postura oficial…”  el mismo día a las 11:41 a.m.

Tal como se observa, fueron manifestaciones que se hicieron públicas, hecho que fue confirmado con el periodista en su declaración, y como se expuso con anterioridad, pues por llevar el signo @ seguido del nombre del usuario, permitieron no solo que los seguidores del emisor, en este caso, el doctor AUGUSTO OCAMPO, lo conocieran sino además los seguidores del destinatario, que en este asunto se trataba del Periodista YESID LANCHEROS lo que permite inferir indefectiblemente las expresiones del servidor fueron emitidas en un medio en el que interactuaba el público contra un usuario de la web. 

En efecto, el 23 de diciembre de 2012 mediante un mensaje directo, el periodista Yesid Lancheros le escribió a AUGUSTO OCAMPO a las 11:26 a.m. “… Augusto.  Usted usa ese lenguaje y lanza esas acusaciones como jefe de control disciplinario de la Secretaría General de la Alcaldía…”,  y a las 3:58 p.m. “… Por violar el artículo 34 de la Ley 734 del 2002… ”, continuando a las 3:59 p.m. diciendo “… Espero su retractación. De lo contrario nos tendremos que ver en público en una audiencia por sus agresiones verbales…”.

A las 11:05 p.m. el periodista le indica al aquí encartado“… Lo que no puede es acusarme de “hacerle juego a un cartel”, a la mafia, porque ya ahí pisa otro terreno…”, seguido a las 11:07 p.m. con el tweet “… En público ya le adjunto los dos señalamientos, He sido respetuoso con usted, pero no con acusaciones graves. Ya le adjunto…”,  textos que se mantuvieron en la esfera privada.

A folio 51 Augusto Ocampo sostuvo mediante un Tweet “… Me agoté si @YesidLancheros dice que me retracte… pues me retracto públicamente de mis más de 6000 trinos. Si él se sintió aludido lo siento…” lo cual fue retwitteado por el periodista para sus 13.526 seguidores. 

Ello permite inferir que aunque el disciplinado no se presentó como funcionario del distrito, lo era, ya que dicha investidura no lo acompaña únicamente en horarios laborales, pues aquella calidad la adquiere y la ostenta desde el momento en que ingresa a formar parte de la administración, tanto así que a pesar de que en el momento en que emitía los mensaje, no lo informó, el periodista pudo averiguar, rápidamente que se trataba de un servidor público del que, tal como lo expuso, se esperaba su retractación por las obligaciones adicionales que lo diferencian de un ciudadano común y corriente. 

Ante esta situación que fue de conocimiento público, según el periodista, el Secretario General de la Alcaldía Doctor JORGE ROJAS, les manifestó que los periodistas merecían respeto, por lo que a través de un mensaje privado al doctor AUGUSTO OCAMPO le exigió que se retractara, lo cual ocurrió en la noche del 23 de diciembre y amanecer del 24 de diciembre de 2012, con lo cual dieron por cerrado el caso. 

A folio 42 de la actuación aparece el tweet del periodista Yesid Lancheros en el que envió un mensaje con retweet a @AUGUSTOOCAMPO. “… En mi caso, con su retractación pública, el tema ya lo di por cerrado y así lo informaré…”
Si bien en otras áreas del derecho, la retractación retrotrae los efectos producidos por la conducta, en el ámbito del derecho disciplinario no ocurre igual pues la afectación a la función pública por quien ejerce como tal se causó un desmedro desde el momento que siendo servidor público, emitió los mensajes ofensivos, amén de que sirve de prueba de su exceso en sus manifestaciones.

Para este Despacho no es de relevancia el lugar en el que se encontraba el doctor OCAMPO pues, dado el avance de la tecnología, para efectos de este proceso basta con tener la certeza de que estaba haciendo uso de la web medio a través del cual emitió sus mensajes, y por ello, se puede afirmar con certeza que fue en un medio público y por ello dicho elemento del tipo se encuentra probado.

En cuanto a la Veedora del Distrito, doctora Adriana Córdoba, si bien conoció de los mensajes con ocasión de los medios de comunicación, fue clara en su declaración cuando sostuvo que en razón al seguimiento que se estaba haciendo y las declaraciones de la Veeduría Distrital en relación al proceso de arrendamiento de los camiones de basura para el operador público, el disciplinado sostuvo en Twitter que las declaraciones de la veedora son oportunistas y desleales porque realmente lo que buscan es mejorar el camino, abonar el camino para que el marido haga su campaña presidencial, conducta que no es lo que se esperaría de un funcionario público, pues tiene una investidura adicional.
La labor de Control Ciudadano que ejerce la señora Veedora no puede tener semejantes aseveraciones, pues esto denota un claro desconocimiento de aquella función de autotutela de la administración distrital y de pesos y contrapesos
 y mucho menos cuando proviene de aquel servidor público que forma parte de esa administración y que posee la facultad de vigilar el actuar de los servidores públicos. 
No podemos pasar por alto el dicho de la Doctora ADRIANA CORDOBA, cuando en audiencia pública reprocha el actuar del disciplinado, aseveración que prueba una vez más que la conducta del servidor público objeto de disciplina afecta sustancialmente las relaciones funcionales de la administración distrital, reafirmándose una inocultable afectación de la función como elemento importante en el desarrollo del análisis de responsabilidad.

Tampoco podemos pasar por alto que es el mismo Alcalde Mayor, quien en su testimonio por certificación jurada, confirma entre varias cosas que “…igualmente y solo cuando es comisionado, el referido servidor se encarga de instruir las diligencias disciplinarias de mi competencia y proyectar las determinaciones de rigor, bien autos interlocutorios o fallos – borradores- que de estar de acuerdo con mi criterio jurídico finalmente pasan a ser actos administrativos…”
No resiste mayor análisis el comprender que las manifestaciones hechas por el servidor público disciplinado, derivadas de su molestia por las diversas críticas al esquema de aseo, tienen una relación funcional inocultable con su cargo, toda vez que como lo hemos remarcado en previas consideraciones, lanza acusaciones y expresiones irrespetuosas contra quienes se atrevieron a criticar esa política pública adoptada por su jefe y quien le encomienda eventualmente acciones disciplinarias respecto a los servidores públicos del distrito.
No podía emitir mensajes a nombre de la Administración, señala el Alcalde Mayor en su exposición jurada, al decir sin dubitación que “…hasta donde tengo conocimiento la dirección distrital de asuntos disciplinarios no tiene habilitada una cuenta institucional que sirva de conducto o como medio para que el servidor público, doctor AUGUSTO ALFONSO OCAMPO CAMACHO, emita mensajes a nombre de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá, D. C….”, y menos le estaba facultado emitir mensajes por su cuenta privada y con más rigor, le está vedado, utilizando su cargo, opinando sobre asuntos oficiales, lanzar semejantes expresiones injuriosas y calumniosas, bajo el supuesto amparo de que se trata del ejercicio del derecho de expresión. 

Ya lo decía el señor Alcalde al ser interrogado sobre si los servidores públicos del distrito tienen plena libertad de utilizar twtter como medio de comunicación respecto a los diversos asuntos que involucran a la administración distrital, al sentenciar que “…en la Administración Distrital existen cuentas institucionales que sirven de puente entre el gobierno local y la ciudadanía…”
5.5. ESTRUCTURA DE LA FALTA DISCIPLINARIA Y SU CULPABILIDAD
5.5.1 Tipicidad

En primer lugar y de conformidad con el artículo 4 del Código Disciplinario Único, está establecido que el servidor público sólo será investigado y sancionado disciplinariamente por comportamientos que estén descritos como falta en la ley vigente al momento de la realización. 

En consecuencia y en lo que concierne a la categoría de la tipicidad disciplinaria, el numeral 6 del artículo 34 del Código Disciplinario Único preceptúa que son deberes de todo servidor público: “.. Tratar con respeto, imparcialidad y rectitud a las personas con que tenga relación por razón del servicio... ” y, por otro lado, el numeral 23 del artículo 35 del Código Disciplinario Único establece que a todo servidor público le está prohibido: “Proferir en acto oficial o en público expresiones injuriosas o calumniosas contra cualquier servidor público o las personas que intervienen en los mismos”. 
Los argumentos de defensa se sustraen a desestimar la tipicidad y la graduación  de la culpabilidad, que será estudiada en su aparte correspondiente. En cuanto a la primera de las categorías, se acude a desestimar que las aseveraciones efectuadas hechas a través del tweeter tengan la capacidad de ser tomadas como públicas y de otra parte que las personas a las cuales se hizo mención tengan relación alguna con el aquí encartado y mucho menos que no pueda expresar sus comentarios y pensamientos, pues posee el derecho fundamental a la libre expresión. 

Desde aquí, el despacho tiene que ser enfático en manifestar que el derecho disciplinario descansa sobre un pilar fundamental, las relaciones especiales de sujeción, que no es otra cosa que la atadura de quien ostenta la calidad de servidor público con el Estado, lo que demanda de aquél cumplir son su deber funcional y abstenerse de extralimitarse u omitir el acatamiento de sus deberes. 

Y es que precisamente, acudiendo a este precepto que no puede entenderse que se tenga el twetter como una aplicación de la red social y se diga que no es un medio público, más aún cuando se da una explicación técnica acerca de la forma en que se hace público todo lo relacionado con los “trinos” que cursan entre uno y otro participante en aquella red.

De la misma manera, como fuera comprobado, la relación con el periodista se encuentra desestimada, pero en relación a la Veedora Distrital indudable resulta el pensar que si tenía aquella correlación por ser el órgano de autotutela de la administración y a quien podía disciplinar en caso de ser delegado por el señor Alcalde Mayor.

Pero por si extremo resulta el pensar que su derecho a la libre expresión, que se encuentra limitado por su carácter de servidor público, justifique soslayar los derechos a la honra y el buen nombre de la señora Veedora Distrital, más aun cuando es la defensora de lo público y el contrapeso de la administración.

Así, se torna en evidente que quienes, en mayor grado y con debida cautela, deben revisar y cuidar los comentarios y aseveraciones realizados en un medio público como es la red social Tweeter, son los servidores públicos, siendo este mayor grado de exigencia un elemento más de la debida obediencia para quien se erige como autoridad disciplinaria, esto es y para el presente caso, respecto del Director Distrital de Asuntos Disciplinarios.
Lo que se demanda de aquel no es que deba coartar su derecho a la libre expresión, sino lo que se le exige es que observe la prudencia y recato en sus disquisiciones jurídicas sobre un tema que le incumbe, por lo que la pregonada debida obediencia, refiere a aquellas relaciones especiales de sujeción que desvanecen todos los derechos absolutos en relativos y las distintas prerrogativas y posibilidades en un sano juicio al opinar o comentar. 
En ese orden de ideas, la posiciones jurídicas advertidas por la defensa no sirven de exculpación frente a la conducta desplegada, ya que lo que se establece de esa colisión de un derecho con un deber, esto es el derecho a la libre expresión, con sus limitaciones y el deber funcional no fueron ponderados por el disciplinado razonadamente, optando por dejar que su derechos a la libertad de expresión saliera a flote sin limitación alguna. 

La casual que en tales circunstancias se tipifica tiene un verdadero fundamento constitucional, pues el agente que en procura del respeto y materialización de los valores superiores de rango constitucional se aparta de la formalidad en procura de efectivizar derechos no merece reproche alguno, pero cuando los ha ponderado y no cuando el de su interés sucumbe al que considera de menor monta. 

En las anteriores condiciones resulta imperativo para este Despacho precisar en relación con esta situación que cuando se escogió por el disciplinado el ejercer a plenitud su derecho a la libre expresión dejando de lado su deber funcional de no emitir frases injuriosas en contra de una servidora pública, lesionó el interés jurídico que protege el derecho disciplinario y que estaba obligado a acatar por estar en relación de especial sujeción que le exigía comportarse de acuerdo al ordenamiento jurídico.
Es decir, el servidor público al actuar así, desacatando el deber de superior jerarquía, desarrolla su comportamiento incumpliendo con un mandato superior del ordenamiento jurídico; al actuar así lo hace en sin mediar un proceso de ponderación de los intereses sociales representados en su función pública, de forma que se estima que al optar por uno de ellos infringe el otro, no tomando la alternativa más ajustada a la Constitución y al Estado Social de Derecho. 
En consecuencia, al configurarse el quebrantamiento sustancial del deber y haber ilícito disciplinario, igualmente subsiste la tipicidad inicialmente considerada y por este aspecto se impone sancionar al implicado del cargo que le fue formulado.
5.5.2. Ilicitud sustancial
En lo que tiene que ver con la ilicitud sustancial de las conductas desplegadas por el doctor AUGUSTO ALFONSO OCAMPO CAMACHO, como presupuesto para estructurar el ilícito disciplinario, es pertinente expresar que el artículo 5 de la Ley 734 de 2002 ha supuesto que la falta será antijurídica cuando afecte el deber funcional sin justificación alguna. Entendiendo lo anterior, como aquel comportamiento que tiene el servidor público que de por sí, altera su comportamiento ejemplar, sin que exista excusa alguna que disculpe la omisión de la misma. 

Se configura la llamada ilicitud sustancial cuando el servidor público se aleja del comportamiento ejemplar conforme a lo que estrictamente le indica la ley, para no extralimitarse en sus funciones o incurrir en alguna falta con ocasión de la inobservancia de sus reglamentos, en tanto que se ha considerado que la transgresión disciplinaria siempre infiere la presencia de un compromiso cuyo incumplimiento o desconocimientos, genera una respuesta enérgica por parte del Estado y que de acuerdo al sentido del régimen disciplinario, al cual le corresponde la protección de la adecuada marcha de la Administración pública, le es pertinente garantizar de manera auténtica para la atención y sometimiento adecuado a los deberes asignados a los servidores públicos, a través de sanciones por cualquier omisión o extralimitación en la atención de los mismos.

Entendemos entonces, que en la medida en que los servidores públicos no se puedan distanciar del objetivo principal para el cual fueron elegidos, nombrados o designados, como es el servir al Estado y a la comunidad en la forma establecida en la Constitución, la ley o el reglamento, con miras a la correcta marcha de la administración pública que ha sido puesta a su cargo, un comentario injurioso en un media de acceso público, como en este caso, configura la antijuridicidad de la falta cometida y por ende la apreciación de manera rigurosa de la conducta desplegada. 

Al referirnos a una afectación del deber funcional, esta se configura al ir en contra de los principios que garantizan y rigen la función pública y que incluso, están consagrados en la propia Constitución, que otorga la bandera a ser atendida por todo aquel que presta sus servicios al Estado. En materia disciplinaria se debe garantizar la función pública y por ende el desarrollo del deber funcional que se materializa cuando el servidor público salvaguarda entre otras la transparencia, eficacia y la eficiencia en el desempeño de su empleo o función y además, cumple con sus deberes y respeta las prohibiciones que se le imponen, en tanto que lo esencial es que se atienda los fines del Estado Social de Derecho. 

En el caso que nos ocupa, el servidor público ha vulnerado en forma evidente la norma disciplinaria al incurrir en la prohibición que el CUD trae para su estricto cumplimiento, pues no se justifica su comportamiento, como quiera que al ser un servidor público, su investidura no es de la que pueda prescindir en las noches y los fines de semana, con la excusa que no se trata de días y horarios laborales, por cuanto toda la comunidad espera de éste un comportamiento recto y acorde a las normas, máxime cuando es de aquellos funcionarios cuyo deber es investigar a otros que como él, representan al Estado.
Ahora bien, el deber funcional tampoco debe restringirse a las puntuales tareas que competen al agente del Estado, sino que además se extiende al respeto de los principios constitucionales y legales que exigen una respuesta ética frente a las expectativas generales de la sociedad con relación a sus agentes.

El deber funcional puede ser comprendido entonces, como una armónica combinación de elementos misionales y jurídicos que posibilitan el cumplimiento de los fines del Estado, por cuanto las funciones del agente estatal se encuentran en una relación de medio a fin respecto de los mismos objetivos del Estado.

Las expectativas de los ciudadanos en relación con el Estado sólo pueden cristalizarse a través del cumplimiento de las funciones de sus servidores, de suerte que los fines de aquél constituyen al mismo tiempo el propósito de las funciones de éstos.

Igualmente, el deber funcional comprende la carga pública impuesta a quienes desempeñan funciones estatales en el marco de las llamadas "relaciones especiales de sujeción" que le gobiernan en procura de alcanzar los fines antedichos.

5.5.3. Culpabilidad
Este aspecto estructural de la falta disciplinaria llamó la atención de la defensa, en el sentido de que el análisis de la falta no se debió hacer desde un nivel disciplinario pues no hubo el dolo a que se hace alusión

Así las cosas, al examinar el debate surtido en la audiencia y la prueba testimonial allí recaudada, permiten establecer que lo acaecido por efecto del cruce de “trinos” en la red social Tweeter se presenta como un elemento a tener en cuenta al analizar la imputación subjetiva.

En efecto, en el auto de citación a audiencia se calificó la falta como grave a título de dolo. Para tal efecto, se concluyó que los elementos conocimiento de los hechos, conocimiento de la ilicitud y voluntad estaban demostrados hasta ese instante procesal.
Ciertamente, respecto del primer y tercer elemento no hay duda de que esos hechos se encuentran comprobados. En efecto, por un lado, no hay duda de que el doctor OCAMPO tenía pleno conocimiento a quien iban dirigidas las aseveraciones, esto es los periodistas del país pero muy especialmente la Veedora Distrital ADRIANA CÓRDOBA.
Por el otro, el doctor OCAMPO, entonces Director Distrital de Asuntos Disciplinarios, actuó con plena voluntad; y ésta se orientó a esgrimir algunas aseveraciones y comentarios en contra del señor YESID LANCHEROS y ADRIANA CÓRDOBA a pesar que, con la última de ellas tenía una relación desde el ámbito distrital, al ser ésta la cabeza de un organismo de control y de autotutela distrital.
No obstante, el punto central de la controversia debe circunscribirse al conocimiento de la ilicitud como elemento indefectiblemente necesario para la configuración del dolo. Así, la pregunta obligada que debe hacerse este Despacho es si al momento que el doctor OCAMPO optó por hacer las aseveraciones en la red social tenían pleno conocimiento de la ilicitud sobre su conducta, ante lo cual no cabe otra respuesta más que sí tenía ese conocimiento y aun así continuó con su racha de comentarios desacreditadores y que concluyeron en una retractación.
Esto resulta del apego estricto al material probatorio allegado a la actuación, reconociendo conforme a lo debatido en la audiencia que la situación inicia como una simple emisión de “trinos” pero que toma un tinte de controversia entre el periodista YESID LANCHEROS y que culmina con las aseveraciones en contra de la Veedora Distrital ADRIANA CÓRDOBA.
Existen incuestionables elementos de convicción que permiten al Despacho concluir que era su querer el hacer esta clase de comentarios pues al momento del cruce de “trinos”, tanto la Veedora Distrital como el periodista, eran contradictores de la adquisición de los camiones de basuras y la implementación del nuevo esquema, del cual él era defensor, razón ésta que los llevó a dejar las constancias sobre aquel hecho, lo que lleva a este Despacho, sobre lo anteriores hechos debidamente demostrados, a inferir, conforme a las reglas de la experiencia, que estos hechos sucedidos con anterioridad, por lo menos con unos días de anticipación fueron suficientes para que el aquí disciplinado reflexionaran y meditaran sobre aquellos contradictores; en últimas, para que sus comentarios fueran acordes a la red social y su rol que como Director Distrital de Asuntos Disciplinarios le incumbe con total apego de la ley.
Aquí resulta trascendental la condición especial de ser servidor público. Ese vínculo tan especial, a lo que se suma el hecho de que su cargo como Director Distrital de Asuntos Disciplinarios de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá, le permitían hacer un mayor discernimiento frente a al forma como se expresaba frente a los periodistas y sobre todo respecto de la Veedora distrital, aspectos que, conforme a las pruebas obrantes en el proceso, brillan por su ausencia, pues quedó demostrado la forma tan ligera como lanzó los comentarios a través de sus “trinos” en contra del periodista YESID LANCHEROS y de la Veedora ADRIANA CÓRDOBA.
En conclusión, para este Despacho no es dable el variar la calificación, por ello es dable sostener que el disciplinado deben responder por una falta que es considerada GRAVE cometida a título de DOLO.
5.6. EXPOSICIÓN FUNDAMENTADA DE LOS CRITERIOS TENIDOS EN CUENTA PARA LA GRADUACIÓN DE LA SANCIÓN
El artículo 44 de la Ley 734 de 2002 señala que el servidor público que cometa una falta disciplinaria grave dolosa, se encuentra sometido a la sanción de Suspensión en el ejercicio del cargo e inhabilidad especial y de conformidad con el 46 ibídem, el término no puede ser inferior a un mes ni superior a doce meses, aspecto que implica remitirnos al artículo 47 que señala los criterios para graduar la sanción.

Para el caso bajo examen es preciso señalar como criterios a favor del disciplinado que no registran sanciones disciplinarias ni inhabilidades vigentes, conforme al certificado de antecedentes disciplinarios, que no se atribuyó infundadamente a un tercero; no existió daño social con la falta; y como criterios que agravan la sanción se tiene que el disciplinado, para la época de los hechos, pertenecía a la Oficina de mayor jerarquía en el ámbito disciplinario de la Alcaldía Mayor de Bogotá una de las ciudades más importantes del país, dicha jerarquía le demanda ser referentes de la sociedad Bogotana, siendo este el referente general para imponer la sanción correspondiente.

Además por afectar derechos fundamentales, tales como al buen nombre y honra de la doctora ADRIANA CÓRDOBA, cuando sostuvo en Twitter que las declaraciones de la veedora son oportunistas y desleales porque realmente lo que buscan es mejorar el camino, abonar el camino para que el marido haga su campaña presidencial, y YESID  LANCHEROS a quien le indica que es un microfonero barato del combo de Yamit, Darío, Julio y de acusarlo de “hacerle juego a un cartel”, a la mafia.
Este último aspecto se torna más relevante en quien ostentaba tan alta investidura Distrital para el día de los hechos objeto de investigación, no solamente por ostentar dicha investidura sino porque si se observa con detenimiento los pormenores del cruce de “trinos” con el periodista LANCHEROS, éste fue subiendo de tono hasta el punto de hacerlo retractar de aquellas aseveraciones. 

Una vez valorados los anteriores criterios para dosificar la sanción, el despacho considera que la sanción a imponer al disciplinado declarado disciplinariamente responsable será de suspensión de DIEZ (10) MESES E INHABILIDAD ESPECIAL por el mismo término.

En mérito de lo expuesto, el Personero Delegado para la Coordinación de Asuntos Disciplinarios,

RESUELVE:
PRIMERO: 
Declarar probado el cargo atribuido al doctor AUGUSTO ALFONSO OCAMPO CAMACHO, en su condición de Director Distrital De Asuntos Disciplinarios de la Alcaldía Mayor de Bogotá para la época de los hechos, conforme a lo expuesto en la parte motiva de la presente decisión.

SEGUNDO: 
En consecuencia de lo anterior, sancionar disciplinariamente al doctor AUGUSTO ALFONSO OCAMPO CAMACHO, con SUSPENSIÓN EN EL EJERCICIO DEL CARGO POR EL TERMINO DE DIEZ (10) MESES E INHABILIDAD ESPECIAL POR EL MISMO TÉRMINO, de conformidad con lo expuesto en la motivación de este fallo.

TERCERO: 
Contra la presente decisión procede el recurso de apelación ante el Personero de Bogotá, el cual debe interponerse y sustentarse en desarrollo de ésta misma audiencia, de conformidad con lo establecido en el artículo 59 de la ley 1474 de julio 12 de 2011. La presente determinación se notifica en estrados, en los términos del artículo 106 de la Ley 734 de 2002. 

CUARTO: 
En firme la presente providencia remítase copia al Señor Alcalde Mayor de Bogotá, a efectos de que se dé cumplimiento a la sanción impuesta y a la Procuraduría General de la Nación para el registro de antecedentes disciplinarios. Líbrense las comunicaciones a que haya lugar y archívese el expediente.

QUINTO: 
Quedan notificados por estrados los sujetos procesales.

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

HENRY ARTURO CRUZ VEGA
Personero Delegado
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Estará prohibido por la ley toda propaganda a favor de la guerra y toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen nacional.
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� Montesquieu afirma que: “La libertad política, en un ciudadano, es la tranquilidad de espíritu que proviene de la opinión que cada uno tiene de su seguridad; y para que se goce de ella, es preciso que sea tal el gobierno que ningún ciudadano tenga motivo de temer a otro.”
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